Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, queda abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 12 minutos) 


Antes de continuar con el tratamiento del proyecto de ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible, la Mesa agradece la presencia de la representante del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, doctora Karen Tierney. 


Corresponde considerar el artículo 51 sustitutivo. 
Léase. 

(Se lee:) 

“Artículo 51.- Protección de las zonas costeras. 


Sin perjuicio de la faja de defensa de costas establecida en el artículo 153 del Código de Aguas, 
en la redacción dada por el artículo 193 de la Ley N*15.903 de 10 de noviembre de 1987, el litoral de los 
ríos de la Plata, Uruguay, Negro, Santa Lucía, Cuareim y Yaguarón, así como el litoral Atlántico nacional y 
las costas de la Laguna Merín, serán especialmente protegidos por los instrumentos de ordenamiento 
territorial. 


En los fraccionamientos ya aprobados y no consolidados a la vigencia de la presente Ley en la 
faja de defensa de costas, que no cuenten con infraestructuras y en la mayoría de cuyos solares no se 
haya construido, únicamente podrá autorizarse la edificación presentando un Plan Especial que proceda al 
reordenamiento, reagrupamiento y reparcelación del ámbito, sin perjuicio de lo dispuesto por la Ley 
N*16.466 de 19 de enero de 1994 y su reglamentación. 


El Plan referido destinará a espacios libres los primeros 150 (ciento cincuenta) metros de la 
ribera medidos hacia el interior del territorio, en las condiciones establecidas por el inciso 3 del artículo 13 
de la Ley N*10.723 de 21 de abril de 1946 con la redacción dada por la Ley N*10.866 de 25 de octubre de 
1946 y asegurará la accesibilidad. Asimismo evitará la formación de edificaciones continuas paralelas a la 
costa en el resto de la faja, sin perjuicio del cumplimiento de las demás condiciones que establezca la 
normativa aplicable a la que necesariamente deberá someterse el Plan Especial antes de su aprobación 
definitiva. 


Los recursos administrativos no tendrán efectos suspensivos cuando se trate de inmuebles 
públicos o privados comprendidos en la faja costera referida en el inciso primero”. 


En consideración. 
(Dialogados) 


SEÑORA TIERNEY.- Se refiere básicamente, pero no en forma exclusiva, a fraccionamientos que en los 
papeles fueron aprobados antes de la Ley de Centros Poblados, pero que en la vía de los hechos no fueron 
consolidados. Este es el caso de Rocha, donde hay grandes extensiones de tierras que a veces 
pertenecían a sociedades anónimas liquidadas y demás, cuyos fraccionamientos nunca fueron 
consolidados. 


SEÑOR RÍOS.- Personalmente estimo que “consolidado” no es un término jurídico, por lo que creo que 
deberíamos buscar uno que sí lo sea. Quizás lo apropiado sería hablar de “no realizados” o “no culminada 
su realización”. Aclaro que comparto la idea, pero no creo que el término “consolidado” dé la trascendencia 
jurídica que debe tener. 


SEÑORA TIERNEY.- Quizás el término sea el apropiado teniendo en cuenta que no se urbanizó. Reitero 
que se trata de fraccionamientos que están aprobados pero cuyas urbanizaciones no se llevaron a cabo. 


Dicho de otra forma, los fraccionamientos en sí están terminados y aprobados. Ahora bien, no tenemos 
problema en cambiar el término, pero habría que buscar uno que deje en claro que estamos hablando de 
un fraccionamiento que quedó en los papeles y nunca se llegó a urbanizar. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Estimo que el vocablo empleado está dentro de la lógica de la terminología que 
utiliza la ley, porque si hablamos de “urbano no consolidado” nos estamos refiriendo justamente a esto, 
aunque aclaro que estoy lejos de ingresar en una discusión jurídica. 


SEÑORA TIERNEY.- Aquí se utiliza ese término desde el punto de vista urbanístico. 


SEÑOR RÍOS.- Lo que me parece es que el vocablo “consolidado” tiene un efecto para el futuro, pero en 
este caso es la apreciación de un hecho del pasado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No, estimo que es del presente. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- No se trata de algo retroactivo; el terreno se fraccionó, pero el proceso no 
siguió. Si de ahora en más se quiere continuar con el fraccionamiento que quedó, para decirlo de alguna 
manera, en “puntos suspensivos”, rige el artículo 51. Esa es la forma como yo entiendo esta norma. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa consulta si en una ley como esta, que contiene una serie de términos 
que son comunes en el ordenamiento territorial pero no lo son si los traducimos al lenguaje jurídico o a la 
normativa de nuestro país, se puede elaborar un glosario. 


SEÑORA TIERNEY.- Sí, pero no sé si debe ir dentro de la ley o debe hacerse en un anexo o en la 
exposición de motivos. De todos modos, ya que hay muchas definiciones que se realizan desde el punto de 
vista urbanístico, no habría problemas en que existiera un anexo técnico. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me parece que lo mejor sería incluirlo en un anexo porque, de esta forma, sin 
duda queda mucho más vinculado a la ley. En cambio, si se incluye en la exposición de motivos se pierde 
en el propio tratamiento del proyecto, ya que muchas veces a la otra Cámara no llega todo el expediente 
legislativo. Creo que esto nos podrá ayudar para definir el lenguaje del ordenamiento territorial y poder 
comprenderlo desde ese punto de vista. Además, no hay que olvidar que la ley debe tener aplicación y 
debe ser comprendida por quienes la llevarán adelante. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- En lo personal, estoy de acuerdo. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 52. 
(Se lee:) 
“Artículo 52.-Impactos territoriales negativos en zonas costeras. 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente rechazará fundadamente 
cualquier emprendimiento, en la faja de defensa de costas, si el mismo fuera capaz de provocar impactos 
negativos, entendiendo como tales: 


a) La contradicción con los instrumentos de ordenamiento territorial aplicables; 


b) la construcción de edificaciones sin sistema de saneamiento con tratamiento total de efluentes o 
conexión a red; 


Cc) la materialización de fraccionamientos o loteos sin las infraestructuras completas necesarias; 
d) las demás que prevea la reglamentación. 


También se evaluará la posibilidad de que el emprendimiento pueda ser capaz de generar impactos 
territoriales acumulativos, entendiéndose por tales la posibilidad de posteriores iniciativas que, por su 
acumulación, puedan configurar disfunciones territoriales o ambientales severas”. 


En consideración. 


En este artículo se precisan los impactos acumulativos en el campo de lo territorial, que había 
quedado muy vago. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 53. 
(Se lee:) 


“Capítulo V. DISPOSICIONES DE VIVIENDA Y SUELO EN EL MARCO DEL ORDENAMIENTO 
TERRITORIAL Y DESARROLLO SOSTENIBLE. 


Artículo 53. Coordinación entre las estrategias habitacionales y de suelo. 


El ordenamiento territorial constituirá el instrumento fundamental en la articulación de las políticas 
públicas habitacionales y de suelo. 


Los Gobiernos Departamentales, a través de los instrumentos de ordenamiento territorial y 
desarrollo sostenible, impulsarán las políticas habitacionales y de suelo delimitando áreas de territorio 
categoría urbana o con el atributo de potencialmente transformable en su caso, destinadas a las carteras 
públicas de tierras y calificando suelo destinado a vivienda de interés social en coordinación con el Plan 
Quinquenal de Vivienda. 


La aprobación de la delimitación del área tendrá los efectos de declaración de utilidad pública a los 
efectos de su eventual expropiación”. 


En consideración. 


SEÑORA TIERNEY.- Creo que debería decir que la aprobación de la delimitación del área será 
considerada como declaración de utilidad pública. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En definitiva, el último párrafo dirá que la aprobación de la delimitación del área será considerada 
como declaración de utilidad pública a los efectos de su eventual expropiación. 


Por otra parte, hay que ponerle tilde —o acento escrito- a la palabra “pública”. 


Léase el artículo 54. 
(Se lee:) 
“Artículo 54.- Reserva de suelo para vivienda de interés social. 


En los sectores de suelo urbano con el atributo de potencialmente transformable en que se 
desarrollen actuaciones de urbanización residencial, los instrumentos de ordenamiento territorial preverán 
viviendas de interés social de cualquiera de las categorías previstas en la Ley N* 13.728 de 17 de 
diciembre de 1968 y sus modificativas. El número de éstas se situará entre el 10% (diez por ciento) y el 
30% (treinta por ciento) de las viviendas totales que se autoricen en el ámbito de actuación. El porcentaje 
mínimo será concretado por el instrumento atendiendo a las necesidades de viviendas de interés social y a 
las características de los diferentes desarrollos residenciales. 


Se podrá eximir de esta obligación a las actuaciones en las que no se incremente el número de 
viviendas existentes”. 


En consideración. 


SEÑOR MOREIRA.- Recuerdo que cuando concurrieron las autoridades de la DINOT, preguntamos al 
arquitecto Villarmarzo sobre este tema. Si no entiendo mal, en cualquier clase de actuación de 
urbanización, cuando se trata de un emprendimiento en el que se proyecten viviendas de valor, “los 
instrumentos de ordenamiento territorial preverán viviendas de interés social”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En la norma se habla de “urbanización residencial”. 


SEÑOR MOREIRA.- Sí, de “actuaciones de urbanización residencial”. Y más adelante se establece: “El 
porcentaje mínimo será concretado por el instrumento”, etcétera. Es decir que hay una previsión; se prevén 
viviendas y se hace referencia al lugar del emprendimiento o a una reserva de espacio libre para la 
construcción de viviendas de interés social en el área del emprendimiento. No entiendo por qué se impone 
esta obligación. En otros casos -en el artículo eso no se dice-, cuando esto se prevé para equipamientos y 
espacios libres, se hacen cesiones. Precisamente, en otro artículo se preveía una superficie mínima de un 
10% -creo que podía ser un 20% menor o reducida en un 20%- además de lo que se dispone sobre las 
vías de tránsito. Pero acá se impone algo adicional. Sinceramente no veo por qué se agrega esta 
obligación -me parece algo desmesurado-, puesto que hay otras disposiciones que prevén, por ejemplo, 
actuaciones para carteras de tierras y para reservas. Aveces, la coexistencia de viviendas de interés 
social —que pueden ser de distinta categoría- en una misma área, puede ser frustrante para un 
emprendimiento de determinadas características. Por ejemplo, me refiero a un balneario como Punta del 
Este o a un departamento como Colonia o Salto. Me pregunto para qué establecer allí esa obligación, si 
además estamos imponiendo reservas para espacios libres, equipamientos, calles, etcétera. No me parece 
que esto sea feliz; creo que se trata de una limitación muy importante. Además, entiendo que el aporte 
económico es fundamental. Se trata de tierras de cierto valor, y el 30% representa mucho. 


Por otra parte, me pregunto quién construye las viviendas y con qué fondos. ¿Se trata 
simplemente de una reserva de espacio? Se dice que los instrumentos “preverán viviendas de interés 
social”. ¿Cómo se concreta esto en los hechos? ¿Quién hace las viviendas? ¿Quién pone los fondos? El 
propietario o el emprendedor, ¿tienen que ceder gratuitamente al regulador, al Gobierno Departamental o al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente? No entiendo cómo se concreta y no me 
parece bien; creo que es algo exorbitante. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que se trata de un intento de inclusión en el territorio, lo cual se podrá 
compartir o no. Además, la provisión de esas viviendas dependerá de la propuesta a consideración, es 
decir, del tipo de emprendimiento, que vendrá con la forma de financiamiento de las viviendas. Así es como 
lo entiendo y me parece que no hay que preestablecerlo. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Estamos hablando de suelo potencialmente transformable. Y como todo 
emprendimiento supone la aparición de fuentes de trabajo, lo que se busca es que esa gente que se 
instala no lo haga de cualquier manera, ya que puede generar problemas que después son difíciles de 
solucionar. 


Si miramos una foto aérea de Maldonado, podremos observar que el Barrio Kennedy, que surgió 
debido al trabajo en la construcción, quedó tan consolidado que aparece como un parche o remiendo. Y 
esto es así porque no hubo planificación. Si la hubiera habido, probablemente esa vivienda social tendría 
una compatibilización urbana, paisajística y hasta de valor, porque la existencia actual del Barrio Kennedy 
desvaloriza. Por tanto, creo que a lo único que tiende esta norma es a prever ese tipo de situaciones 
porque, inevitablemente, el trabajo -tanto el que se hace en forma permanente como el que se 
desarrolla de manera transitoria- viene de la mano de ese florecimiento de emprendimientos. Esto no tiene 
otra explicación, y me parece justo porque evita problemas que después son de difícil resolución y desatan 
una lógica bastante perversa. 


SEÑOR MOREIRA.- El artículo 55 también habla de delimitar áreas en suelo con el atributo de 
potencialmente transformable o en suelo categoría urbana para incorporarlas a las carteras públicas de 
tierras. Acá hay una delimitación de áreas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El artículo 55 se elimina, pero una parte de él se incorpora al 53; concretamente, 
el último párrafo, que dice: “La aprobación de la delimitación del área” —lo hemos corregido en su 
redacción- “será considerada como declaración de utilidad pública a los efectos de su eventual 
expropiación”. 


SEÑOR MOREIRA.- De cualquier manera, el artículo 53 prevé lo mismo que el ex artículo 55 y, por 
ejemplo, no aclara si la previsión tiene que ser en la misma área. Me parece que la coexistencia de 
viviendas de temporada y de otras que son permanentes, puede dar por tierra con el emprendimiento en sí 
mismo. Si un propietario tiene interés en un predio de valor elevado, pero se le dice que se van a instalar 
viviendas de interés social en la otra cuadra, no sé si continuará interesado. Lo digo con un sentido realista. 
Además, en el mundo moderno los operarios, los obreros y el personal de servicio se trasladan en autos, 
en motocicletas o por medio del transporte colectivo. Por tanto, no me parece que ello obste a que la gente 
pueda ir a cumplir con sus deberes laborales en determinado lugar. Reitero que no creo que sea una 
solución feliz y, además, le impone al emprendedor o al propietario de esas tierras una carga que considero 
desmesurada y que puede ser desestimulante de la inversión privada en materia de urbanizaciones, lo cual 
me parece bastante importante porque son generadoras de inversión y de trabajo. Quizás, la finalidad sea 
elevada, pero el procedimiento es equivocado y puede conducir a un resultado exactamente inverso al que 
se pretende, es decir, un desestímulo para la inversión privada porque se fija una carga exorbitante, 
además de las que se establecen en este proyecto de ley. Repito que aquí se imponen a los propietarios 
cargas de toda naturaleza; ya se han fijado las expropiaciones y las valorizaciones, y esta es una más. 


SEÑOR LAPAZ.- En el último párrafo, cuando se habla de que se podrá eximir de esta obligación a las 
actuaciones en las que no se incremente el número de viviendas existentes, ¿a qué se está refiriendo? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que es para el grupo que va a definir ese emprendimiento, o sea, los 
destinatarios y quienes eventualmente pudieran ser convocados a trabajar en esa zona en relación con 
aquel emprendimiento. No sé si la señora Tierney puede completar un poco más este punto. 


SEÑORA TIERNEY.- Este artículo se refiere, en principio, a programas de actuación en los que, en 
realidad, ya existen 10 casas, por ejemplo. En ese aspecto, se hace una reformulación, un programa de 
actuación de esa zona, en donde se puede armar otro tipo de urbanización, pero en los hechos las 
viviendas existentes no cambian en su número; quizás lo que está cambiando es el destino, la estructura 
del barrio, el número de servicios, equipamiento, etcétera. Entonces, si bien hay una reformulación, no 
varía el número de viviendas exclusivamente, sino otro tipo de elementos que estén en ese sector. 


SEÑOR LAPAZ.- Quiere decir que en la medida en que no haya aumento de viviendas, se exime de la 
obligación, pero ¿qué obligación? Si el grupo de viviendas ya está construido y se están realizando 
reparaciones lógicamente, no va a haber construcciones de viviendas de interés social porque no va a 
haber nuevas construcciones. En este caso, debería destinarse entre un 10% y un 30% a viviendas de 
interés social, pero si no hay nuevas construcciones y simplemente se están realizando reparaciones y 
reformulaciones, se sabe que no hay que cumplir con la obligación de dedicar una cantidad determinada 
para estos fines. De acuerdo con esta redacción, parecería que si se construye una vivienda más, habría 
que destinar a estos fines entre un 10% y un 30% del total; quiere decir que si hay un grupo de 60 
viviendas y se construyen 1, 2 Óó 3 más, habría que destinar entre un 10% y un 30%, o sea, entre 6 y 18, a 
viviendas de interés social. 


SEÑORA TIERNEY.- Como esto se refiere a actuaciones de urbanización residencial, no está previsto el 
caso de que se construya una sola vivienda; se está hablando de una urbanización y se exime de esta 
obligación cuando el número de viviendas no cambia, pero este es un tema de interpretación y no jurídico. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entiendo lo que señala el señor Senador en la primera parte y creo que hay que 
prever que puede haber obras no solo de refacción, sino también de nuevos servicios, por ejemplo, que no 
requieran de mayor asentamiento de personas para proveer dichos servicios. Entonces, esas 
modificaciones, que pueden ser de alto costo, no necesariamente tienen que reflejar ese porcentaje. Me 
parece que es una materia librada a la reglamentación, a partir del momento en que hay que definir el 
porcentaje requerido en la ley. 


SEÑORA TOPOLANSKQY.- Si leemos todos los artículos, veremos que talseme-+ene-elpárrafo-y después 
de donde dice: “preverán viviendas de interés social de cualquiera de las categorías”, se agrega lo 
siguiente: “El número de éstas se situará entre el 10% (diez por ciento) y el 30% (treinta por ciento) de las 
viviendas totales que se autoricen en el ámbito de actuación”. Esto quiere decir que siempre se está 
refiriendo a viviendas nuevas porque las que ya existan, estarán autorizadas; eso es lo que interpreto. 
Entonces, si se construye una sola vivienda, por supuesto no hay margen. 


Por otro lado, comparto lo que decía la doctora Tierney, en primer lugar, en el sentido de que 
estamos hablando de emprendimientos con determinado volumen y, en segundo término, porque esa 
pequeña variación no da pie para que se aplique el porcentaje. 


SEÑOR LAPAZ.- Entonces, de acuerdo con lo que dice la señora Senadora Topolansky, el último párrafo 
estaría de más, porque si no se incrementa el número de viviendas y solamente se hace referencia al 
porcentaje de entre un 10% y un 30% de las nuevas viviendas que se construyan... 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Además, es algo redundante... 


SEÑOR-LAPAZ-Quiere decir que, reitero, el último inciso estaría de más. Si ese último párrafo 
refiere a cuando no se incrementa el número de viviendas, entonces la obligación se debe mantener, pero 
se podrá eximir de ella. Me pregunto,-enterses— ¿para qué mantener la obligación si no se incrementa el 
número? Evidentemente hay una incongruencia. 


SEÑOR MOREIRA.- Tengo algunas consultas para la doctora Tierney. 


En este artículo 54 se menciona que “los instrumentos de ordenamiento territorial preverán 
viviendas de interés social”. ¿Cuál es el alcance de esto? Y se agrega: “El número de éstas se situará entre 
el 10% (diez por ciento) y el 30% (treinta por ciento) de las viviendas totales que se autoricen en el ámbito 
de actuación”. Normalmente, en un proyecto de urbanización residencial se dice, por ejemplo, que se 
fraccionará el terreno de tantos metros; —y—se—prevé—este-—yJle—etre; después vienen los permisos de 
construcción, en la medida en que se van vendiendo los solares. En definitiva, la autorización no es para 
edificar sino para fraccionar; la edificación es objeto de otro permiso que no es el de fraccionamiento. A su 
vez, cada propietario que adquiere un predio será el que determine qué edifica y todo lo demás. Por lo 
tanto, no sé cómo se concreta todo esto. 


Además, se dice que se preverán viviendas de interés social. ¿Qué quiere decir “prever”? ¿Esto 
significa que se debe prever en el mismo lugar o en uno diferente??- ¿Implica la cesión de terreno por parte 
del emprendedor? ¿O simplemente se dice que se van a prever viviendas? No entiendo el alcance de la 
disposición. 


SEÑORA TIERNEY.- Creo que más que una cuestión jurídica, aquí se trata de ver cómo se plasma este 
artículo en la realidad. Quizás los más idóneos para contestar serían los arquitectos Ligrone o Villarmarzo 
que, en el ámbito de las Intendencias, han actuado y plasmado esto en los planes. 


Por lo que interpreto, y teniendo en cuenta los instrumentos —no el fraccionamiento— del 
departamento, en la zona que delimiten como potencialmente transformable, este artículo regirá en tanto 
los futuros emprendimientos que se presenten tengan en cuenta un porcentaje para viviendas de interés 
social. Por supuesto que no está dicho acá si ese porcentaje está dentro del mismo fraccionamiento a 
autorizar ni se menciona si se hace el traspaso de la Intendencia o no. Por lo tanto, en principio, es un tema 


de planificación y no de ejecución directa en función de la ley. Se prevé que en tal sector habrá equis 
porcentaje de viviendas de interés social, pero quién las financia o en qué terreno se harán no está dicho 
acá. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿El propietario, elHfraccionador o el—emprendedor, tiene la carga de ceder 
gratuitamente el suelo? 


SEÑORA TIERNEY.- Esto no lo dice el artículo. Personalmente, lo interpreto desde el punto de vista 
jurídico. Si la ley no habla de un pase en forma gratuita y de pleno derecho, no tiene esa obligación. Es un 
artículo que el Gobierno Departamental debe tener en cuenta en su planificación y sus instrumentos. No 
está referido especificamente al traspaso de la propiedad, a que se acceda de pleno derecho, ni a 
fraccionamientos específicos, sino a instrumentos territoriales. 


SEÑOR RÍOS.- Me parece que estamos interpretando equivocadamente este artículo, porque se refiere a 
que, cuando se vaya a autorizar un fraccionamiento privado, en su contexto el Gobierno debe tener en 
cuenta un porcentaje para vivienda social, no de la propiedad, sino de la tierra donde se va a aplicar el 
instrumento, que es algo que va mucho más allá de la propiedad del inversor o del promotor. Creo que 
forma parte de la decisión del organismo que autoriza el fraccionamiento, no sobre su propiedad, sino 
sobre la globalidad sobre la que va a actuar el instrumento. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Por eso puse el ejemplo del barrio Kennedy que, en realidad, es un espacio que 
debería pertenecerle a alguien pero, en principio, fue tierra de nadie y la ocupó la gente que trabaja en la 
zona. El problema fue mal resuelto y ha ocasionado un perjuicio general, tanto para las personas que viven 
allí como para los demás. Si se hubieran previsto áreas para que la Intendencia o el Ministerio 
construyeran viviendas de interés social, la gente que trabaja en esa zona tendría donde habitar de manera 
ordenada y urbanizable, y no desvalorizando el todo. Hago hincapié en esto porque, por ejemplo, en Brasil, 
es muy frecuente ver una mansión y al lado un ranchito, lo que es bastante desprolijo y, desde el punto de 
vista del urbanismo, trae muchísimos problemas e, incluso, ocasiona desvalorizaciones bastante graves. 
Sin embargo, también puede ocurrir lo contrario, ya que el trazado de una avenida puede valorizar mucho 
un predio. 


Entiendo lo que expresa el artículo como un elemento preventivo, pensando justamente en los 
asentamientos para la gente que se traslada a trabajar a un lugar y se afinca allí, sea donde sea. Si eso 
está previsto, las Intendencias tendrán un instrumento formidable para que no se generen problemas como 
los que todos conocemos. 


SEÑOR RÍOS.- La prevención del 10% al 30% emerge del órgano que autoriza el fraccionamiento en 
determinado suelo, no es una obligación del propietario. Esto está incluido en el capítulo “Disposiciones de 
Vivienda y Suelo en el Marco del Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible”. El artículo 53 se refiere 
a la “coordinación entre las estrategias habitacionales y de suelo” y el 54 a la “reserva de suelo para 
vivienda de interés social”. Si se presenta un fraccionamiento, en ese suelo debe haber una previsión 
donde va a regir, pero no se trata de una limitación del derecho de propiedad. No tengo que darle el 10% o 
hasta el 30% del suelo que voy a fraccionar. Lo que se expresa es que hay que prever dónde va a accionar 
el instrumento, analizar cómo está el entorno y hacer una previsión de vivienda social. No significa que 
haya que donar ni ceder. Así lo entiendo yo. 


SEÑOR MOREIRA.- Este artículo me parece confuso, oscuro y sinceramente no le encuentro sentido. Creo 
que esto queda establecido en el artículo anterior, que se refiere a lo mismo. Se hace una previsión sin 
tierra y sin recursos. ¿Qué quiere decir “prever”? ¿A qué tierra se refiere y con qué se piensa construir? 
¿Quién va a poner la tierra? Me parece correcto delimitar áreas, pero no le encuentro el sentido a prever 
algo sin tener la tierra ni los medios necesarios. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 54. 
(Se vota:) 
3 en 5. Afirmativa. 


En consideración el artículo 55. 


Como este artículo se elimina, habría que votarlo negativamente. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—0 en 5. Negativa. 

Léase el artículo 56, del Título V, “La actuación y control en el marco del ordenamiento territorial”. 
(Se lee:) 


“Capítulo |. ACTUACIÓN TERRITORIAL. Artículo 56.- Control territorial y dirección de la actividad 
de ejecución. El control y dirección de la actividad será público y comprende: la determinación de la forma 
de gestión, sus plazos y fuentes de financiamiento, la delimitación de las unidades de actuación y la 
observación del cumplimiento de las obligaciones de compensación de cargas y beneficios y retorno de 
valorizaciones. 


Se fomentará el desarrollo de la actividad de ejecución por iniciativa privada para el cumplimiento 
de los objetivos de los instrumentos de ordenamiento territorial. 


El inicio de la actividad de ejecución requerirá la aprobación del instrumento de ordenamiento 
territorial correspondiente. No obstante, la ejecución de las redes básicas de uso público podrá realizarse 
en forma anticipada previa declaración de urgencia.” 


En consideración. 
SEÑOR MOREIRA.- Quisiera conocer el porqué de la modificación “será público”. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Es para precisarlo, señor Senador. 


SEÑOR LAPAZ.- ¿Quiere decir que cualquier ciudadano puede estar en la dirección de la actividad de 
ejecución? 


SEÑORA TIERNEY.- ¿Cómo lo han interpretado? ¿Cómo público, privado, por la actuación de la 
Administración? 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Es claro. 


SEÑOR RÍOS.- Lo que no puede ser público es el control, y aquí no lo es; pero el proyecto puede ser 
público. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Se refiere a los controladores, a los reguladores de los organismos públicos? Según 
se dice en el texto, comprende la determinación de la forma de gestión -es decir que, por ejemplo, el 
organismo regulador dice que tal cosa es por iniciativa privada o pública-, sus plazos —lo que es razonable- 
y fuentes de financiamiento. No comprendo cómo es que el regulador público dice que tal cosa hay que 
financiarla de determinada manera. ¿Cómo puede imponérselo a un privado? 


SEÑOR RÍOS.- Me parece que todos sabemos lo que se quiere decir en este caso. Entiendo que está bien 
que el organismo público regule la seriedad de la fuente de financiamiento; de dónde es, tiene que ver con 
un problema del privado. De lo contrario, nos cansamos de ver barrios y edificios sin terminar. Creo que la 
sociedad se debe la regulación. 


SEÑOR MOREIRA.- Vale decir que para que se conceda un permiso de edificación, se tiene que acreditar 
la solvencia necesaria como para terminar la obra. 


SEÑOR RÍOS.- No, señor Senador, simplemente la fuente de financiamiento. 
SEÑOR MOREIRA.- ¿Qué significa eso? 


SEÑOR RÍOS.- Para nosotros, este requisito da la tranquilidad de que exista una determinada fuente de 
financiamiento ante el riesgo que corre la sociedad al otorgar un permiso de construcción en un 
determinado predio y, además, limita la discrecionalidad que muchas veces lleva a que se comience la obra 
y luego se continúe o no, según cómo vayan las cosas. Esto evitará que si el privado no termina la obra la 
tenga que finalizar el Gobierno. 


SEÑOR MOREIRA.- Considero que esta es una discrecionalidad absoluta y, por tanto, discrepo totalmente 
con este artículo. En mi opinión, el requisito de la fuente de financiamiento no corresponde ya que habría 
que hacer un estudio económico en cada fraccionamiento. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el artículo. 
(Se vota:) 
3 en 5. Afirmativa. 
Léase el artículo 57. 
(Se lee:) 
“Artículo 57.- Regímenes de gestión de suelo. 


Se podrán establecer regímenes de gestión de suelo definidos como el conjunto de modalidades 
operativas contenidas en los instrumentos de ordenamiento territorial para regular las intervenciones de las 
entidades públicas y de los particulares sobre el territorio.” 


En consideración. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- En este artículo se establece una facultad, fundamentalmente para los 
municipios, con el objeto de que puedan aplicar la ley de ordenamiento territorial. 


SEÑOR MOREIRA.- Quizás la delegada del Ministerio podría aclararmos qué se quiere decir con “conjunto 
de modalidades operativas contenidas en los instrumentos de ordenamiento”, puesto que no me queda 
claro. 


SEÑORA TIERNEY.- Esto se aplica, por ejemplo, en los programas de actuación de determinado ámbito, 
en los que se gestiona el instrumento y se establece qué mecanismos de ejecución pueden valer para ese 
ámbito determinado, en función de las propuestas. Este artículo es simplemente enunciativo y por eso 
habla de “conjunto de modalidades operativas”. Particularmente, refiere a qué se necesita para ejecutar 
determinado emprendimiento o actuación en un ámbito específico. Por esta norma se aclara que también 
se podrán establecer esos regímenes de gestión en los instrumentos, tanto para los públicos como los 
privados. Se trata de saber cómo van a gestionar la Administración —en este caso la Intendencia Municipal, 
el Gobierno Departamental- y el particular determinada porción del territorio. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el artículo. 
(Se vota:) 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase el artículo 58. 


(Se lee:) 
“Artículo 58.- Unidad de Actuación. 


La unidad de actuación tiene por finalidad el cumplimiento de los deberes territoriales de cesión, 
equidistribución de las cargas y beneficios y retorno de las mayores valorizaciones, en una superficie 
delimitada, conforme a lo que se establezca en el instrumento de ordenamiento territorial correspondiente. 


La ejecución de una unidad de actuación se desarrollará por el sistema de gestión que se 
determine. 


La delimitación de una unidad de actuación podrá traer aparejada la suspensión de otorgamiento 
de permisos de construcción hasta tanto no se aprueben los respectivos proyectos de urbanización y de 
reparcelación en su caso.” 


En consideración. 


SEÑOR MOREIRA.- Este asunto de la unidad de actuación es una novedad en este instrumento. Quisiera 
saber cómo se concreta el funcionamiento de una unidad de actuación, cuál es el plan, la directriz o la 
norma que la rige. O sea, ¿cómo actúa esta unidad de actuación —valga la redundancia—, que es 
absolutamente nueva? 


SEÑORA TIERNEY.- Si mal no recuerdo, creo que fue utilizada en Montevideo, en la zona ubicada detrás 
del LATU, por parte de la Intendencia Municipal. Lo que se hizo fue delimitar un ámbito, el sector donde se 
iba a actuar —en este caso era público, pero también puede ser privado—, que tenía equis cantidad de 
propietarios —creo que eran pocos— con bastante terreno. Entonces, se propuso una organización que 
consistía en un sistema de calles y en equipamiento, donde participaban —vamos a suponer— los sectores 
privado y público. Al privado que le interesa entrar en la unidad de actuación, ingresa con determinada 
superficie de terreno. Quizás en la propuesta urbanística, parte de su terreno es una calle o se transforma 
en el cantero central de la avenida de esa estructura nueva de la ciudad. Entonces, ese propietario va a 
hacer una cesión a la unidad de actuación, o sea, va a contribuir con su porcentaje de superficie, que pasa 
a ser una calle, pero tendrá una compensación. Pongamos el ejemplo de que toda su propiedad sea calle; 
entonces, le canjean ese equis porcentaje de esa unidad de actuación, de terreno edificable que él tenía — 
por ejemplo-—, por el solar resultante en la vereda de enfrente. 


Quiere decir que toda esa unidad de actuación se estructura de manera que cada participante, 
público o privado, tenga su equidistribución de cargas y beneficios, acorde a lo que aportó y a lo que 
recibe. Una forma de gestión es, precisamente, firmar la documentación necesaria para hacer los traspasos 
de la propiedad que cada uno tenía y de la que van a recibir. Esto puede ser de carácter público y privado o 
solamente público pero, en definitiva, va a haber expropiaciones, que pueden estar incluidas dentro de una 
unidad de actuación. Tal como dice el artículo, si el propietario no está dispuesto a entrar en esa unidad de 
actuación, se expropiará su terreno. Pero en este caso se refiere en forma genérica a que la unidad de 
actuación tiene por finalidad el cumplimiento de los deberes territoriales de cesión, equidistribución de las 
cargas y beneficios y retorno de las mayores valorizaciones, en una superficie delimitada, conforme a lo 
que se establezca en el instrumento de ordenamiento territorial correspondiente. Este instrumento es el que 
va a prever el mecanismo exacto de cómo se lleva a la práctica este tema. 


Posteriormente, el artículo dice que la ejecución de una unidad de actuación se desarrollará por 
el sistema de gestión que se determine, o sea, público con privado, privado con privado o solamente 
público. 


Finalmente, se expresa que la delimitación de una unidad de actuación podrá traer aparejada la 
suspensión del otorgamiento de permisos de construcción, porque puede darse el caso de que en 
determinadas unidades de actuación haya permisos de construcción pendientes de autorización que 
colidan con el proyecto de unidad de actuación que se está presentando, y a la Intendencia pueda servirle 
más aprobar una unidad de actuación que un permiso de construcción en ese lugar, que después va a 
tener que incorporar a la unidad de actuación. Quizás lo incorpore, pero lo que dice acá es que traerá 
aparejada la suspensión del otorgamiento de permisos de construcción como una especie de medida 
cautelar con la finalidad de estudiar la unidad de actuación en su conjunto. 


SEÑOR RÍOS.- El segundo inciso dice: “La ejecución de una unidad de actuación se desarrollará por el 
sistema de gestión que se determine”, pero este es un principio general que debería ubicarse al inicio. En 
ese caso, como segundo inciso pondría el que figura en primer término, que serían las consecuencias de 
ese instrumento creado. Y al final, el inciso tercero, que es el actual. 


El inciso primero expresa: “La unidad de actuación tiene por finalidad el cumplimiento de los 
deberes territoriales de cesión, equidistribución de las cargas y beneficios y retorno de las mayores 
valorizaciones, en una superficie delimitada, conforme a lo que se establezca en el instrumento de 
ordenamiento territorial correspondiente”. Sin embargo, me parece que define mucho más el siguiente 
inciso, que dice: “La ejecución de una unidad de actuación se desarrollará por el sistema de gestión que se 
determine”, público o privado, como señala la doctora. 


(Intervención de la doctora Tierney que no se oye) 


En definitiva, me parece que el inciso segundo aclara más el panorama, ya que hace referencia a 
la gestión pública, privada o conjunta. Entonces, como segundo inciso pondría el que se relaciona con las 
distribuciones económicas, de acuerdo con los valores. A mi entender, la unidad de actuación no tiene 
como única finalidad el cumplimiento de los deberes territoriales de cesión, en tanto la equidistribución de 
las cargas y beneficios, y el retorno son consecuencia del instrumento y no su existencia. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por esa razón, el artículo termina de la forma en que lo hace. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Creo que el artículo 58 lo primero que hace es definir la unidad de actuación y 
por eso se establece ese inciso inicial. Después habla de cómo se va a ejecutar la unidad de actuación y, 
por último, establece la delimitación. Por esa razón entiendo que el orden allí propuesto tiene cierta lógica. 


SEÑORA PRESIDENTA.- A mi juicio, las características de la unidad de actuación se definen más en el 
primer inciso que en el segundo. 


SEÑOR RÍOS.- Entonces, deberíamos definir mejor la unidad de actuación establecida en el inciso primero. 
Aquí, no solamente se define la equidistribución de las cargas, etcétera, sino que es una unidad de 
actuación en un suelo determinado que puede tener como consecuencia cargas y beneficios. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No es que pueda, sino que las tiene. 


SEÑOR MOREIRA.- No me quedan claros los tres artículos que están unidos y que se refieren al 
reparcelamiento. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No se trata de cualquier reparcelación, sino que surge como consecuencia de la 
unidad de actuación. Los artículos proponen un cambio de orden porque parece más lógico de acuerdo 
con el desarrollo del contenido de la unidad de actuación. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


—La Mesa considera que es correcta la propuesta de redacción realizada por el señor Senador 
Ríos. En los artículos siguientes se definen más características sobre la unidad de actuación. Asimismo, 
solicitamos a la doctora Tierney que esto quede técnicamente definido en el glosario y si luego vemos que 
es mejor incorporarlo al texto de la ley, se lo agregará en un artículo previo. 


Léase el artículo 58, con la redacción dada por el señor Senador Ríos. 
(Se lee:) 


“Artículo 58.- Unidad de Actuación. La unidad de actuación tiene por finalidad el cumplimiento de 
los deberes territoriales en una superficie delimitada conforme a lo que se establezca en el instrumento de 
ordenamiento territorial correspondiente, a los efectos de utilizar las cesiones, equidistribución de las 
cargas y beneficios y retornos de las mayores valorizaciones. 


La ejecución de una unidad de actuación se desarrollará por el sistema de gestión que se 
determine. 


La delimitación de una unidad de actuación podrá traer aparejada la suspensión de otorgamiento 
de permisos de construcción hasta tanto no se aprueben los respectivos proyectos de urbanización y de 
reparcelación en su caso.” 


Pregunto a la Comisión si entiende que la sugerencia del señor Senador Ríos aporta claridad a la 
redacción. 


SEÑOR RÍOS.- ¿Me permite, señora Presidenta? 
Pienso que tal vez sea mejor esperar a que venga la aclaración técnica. 
SEÑORA PRESIDENTA..- El problema es que este tema tiene mucho que ver con los artículos que siguen. 


SEÑOR MOREIRA.- Lo que no entiendo es el cambio de terminología. Por un lado se habla de programa 
de actuación integrada; por otro, de unidad de actuación y, por otro, de proyecto de reparcelación. 
Realmente, es confusa la redacción porque se da distintos nombres a las mismas cosas. 


SEÑORA TIERNEY.- La unidad de actuación es una cosa, y dentro de ella puede haber un programa de 
actuación integrada. Por su parte, la reparcelación es una consecuencia, porque en ese programa de 
actuación integrada o en esa unidad de actuación va a haber sobrantes de territorio —por eso se habla de 
parcela— que deben distribuirse y aplicarse a determinados fines. O sea que va a haber una reformulación. 
Se hace la referencia a proyectos de reparcelación porque va a haber una transformación de la situación; 
como decía, va a haber sobrantes de terrenos que deberán volver a parcelarse. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Propongo que procedamos como se indicaba con respecto al artículo 58, pero 
no así con el resto, donde se aclara cómo se trabaja con estas unidades. Vamos a leerlos en el orden en 
que está propuesto el cambio. 


Léase el artículo que originariamente venía como 60. 
(Se lee:) 
“Artículo 60.- Sistemas de gestión de las Unidades de Actuación. 
Las unidades de actuación se desarrollarán por alguno de los siguientes sistemas de gestión: 


a) por iniciativa privada directa, constituyéndose una entidad privada para los fines de ejecución o por 
convenio de gestión entre los titulares de los terrenos; 


b) por cooperación público-privada, mediante la suscripción del correspondiente instrumento; 
Cc) por iniciativa pública, expropiando la Administración la totalidad de los bienes necesarios.” 
En consideración. 
SEÑOR MOREIRA.- En la cooperación público-privada, ¿la suscripción del instrumento es voluntaria? 


SEÑORA TIERNEY.- Si se aviene a la unidad de gestión propuesta, es voluntaria; de lo contrario, tiene que 
ser sólo pública y se expropia. 


SEÑOR MOREIRA.- De ahí que la expropiación cae en esa declaración de utilidad pública y va con la 
indemnización promedial de los últimos diez años; creo que es así. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Entiendo que a cualquier propietario le servirá. En un territorio que está 
desordenado, el ordenamiento territorial genera valor económico. En la vida es así, porque cuando una 
zona o un territorio cualquiera empieza a tener la red vial pensada, la iluminación, el transporte público, 
etcétera, aunque el terreno esté pelado, tiene más valor que el que tenía antes, cuando acceder a él era un 
caos, ya que empieza a tener su frente con formas de acceso y demás. Y aunque todos los planes de 
saneamiento, por ejemplo, estén previstos pero no desarrollados de inmediato, esa posibilidad de 
desarrollo necesariamente genera valor. 


Entonces, pienso que en general al privado le va a convenir este tipo de actuaciones. Muchas 
veces, el privado tiene un terreno en esas zonas que son como tierra de nadie, que heredó o respecto del 
cual tiene una deuda, y lo dejó abandonado sin saber qué hacer con él. Esto le da una oportunidad hasta 
de mejor venta, si lo quiere vender. 


SEÑOR RÍOS..- Inclusive, si no tiene capital, se puede asociar con la Intendencia para llevar adelante un 
proyecto público-privado. 


SEÑORA TOPOLANSKQY.- Por eso creo que esto es altamente beneficioso para las dos partes. A la 
Intendencia le sirve todo lo que sea ordenar —esto, sobre todo, se ve con más claridad en la trama urbana-, 
y al privado le aumenta el valor. En cambio, si esto no existe, de pronto el privado tiene una buena iniciativa 
pero no una forma de realizarla; esto genera esa forma y creo que puede desembocar en proyectos 
interesantes. 


SEÑOR MOREIRA.- De modo que el PAI tiene que llevarse a cabo por medio de la vía de las unidades de 
actuación. ¿Es así? 


SEÑOR RÍOS.- Eso se dice en el inciso segundo del artículo 58. 


SEÑOR MOREIRA.- Tengo la siguiente duda. La iniciativa es clara porque la expropiación ya está 
establecida, y no es necesario expresarlo. Con la privada ocurre lo mismo, pero con la pública-privada, hay 
que suscribir voluntariamente el instrumento; parece ser una suscripción voluntaria. 


SEÑOR RÍOS.- Se habla de cooperación mediante la suscripción del correspondiente instrumento. 


SEÑORA TIERNEY.- La iniciativa privada aporta, entre otras cosas, terrenos, pero en definitiva se trata de 
una casuística muy grande. El problema es cuando el emprendedor o el propietario no tienen suficiente... 


SEÑOR RÍOS..-...para hacer la infraestructura, por ejemplo. 


SEÑORA TIERNEY.-...o lo que fuere. Entonces, hay una asociación voluntaria con la Administración, claro 
está, si es de interés para ambos. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Se trata de un negocio entre dos. Uno puede tener un padrón urbanizado y no 
contar con los medios para hacer algo. Si se asocia con la Intendencia y ésta hace la calle o tiene otras 
intervenciones urbanas, y si además la persona vende la mitad de su padrón y se queda con la otra mitad, 
gana. Un padrón tirado —por así decirlo- genera gastos, porque el dueño tiene que pagar, por ejemplo, 
contribución inmobiliaria. 


SEÑOR MOREIRA.- La distribución no debe ser una tarea sencilla. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por eso se estipulan todos los porcentajes y se establecen las determinaciones 
en los artículos previos, o sea, para tener reglas definidas. 


A continuación Secretaría dará lectura al artículo 22 sobre el Programa de Actuación Integrada, 
que figura en el Capítulo IV, Instrumentos Especiales de Ordenamiento y Desarrollo Territorial Sostenible, 
pero no es necesaria su trascripción en la versión taquigráfica. 


(Se lee) 


SEÑOR MOREIRA.- En el inciso a) del artículo 22 se expresa: “la delimitación del ámbito de actuación en 
una parte de suelo con capacidad de constituir una unidad territorial a efectos de su ordenamiento y 
actuación”. ¿La unidad territorial es la misma que la unidad de actuación? 


SEÑORA PRESIDENTA.- No necesariamente. 
SEÑORA TIERNEY.- Puede ser la delimitación de la propia área del Programa de Actuación Integrada. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Lo que sucede es que uno se tiene que ir imaginando el proceso sobre el 
territorio porque, de lo contrario, no se entiende. Uno tiene que imaginar un territorio y cómo se iría 
aplicando lo que establece el proyecto de ley sobre aquel. Es decir que este proyecto tiene esta dificultad, 
pero esto es así y no hay otra forma. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 60, que pasará a ser 
59, que refiere a los sistemas de gestión de las unidades de actuación. 


(Se vota:) 
=5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 59, que pasará a ser 60. 
(Se lee:) 
“Artículo 59.- Proyectos de urbanización y de reparcelación en la unidad de actuación. 


El proyecto de reparcelación integra el conjunto de predios comprendidos en una unidad de 
actuación definiendo las parcelas resultantes, así como la adjudicación de las mismas a los propietarios en 
proporción a sus respectivos derechos y a la Intendencia, en la parte que le corresponde conforme a la 
presente Ley y al instrumento de ordenamiento territorial. 


La reparcelación comprende también las compensaciones necesarias para asegurar la aplicación 
de la distribución de cargas y beneficios entre los interesados.” 


En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 61. 
(Se lee:) 
“Artículo 61.- Operaciones territoriales concertadas. Cooperación público-privada. 


Los instrumentos de ordenamiento territorial podrán disponer condiciones y localizaciones en que 
se estimularán operaciones territoriales concertadas conducidas por la administración, con la participación 
de los propietarios inmobiliarios, los vecinos, los usuarios regulares de la zona, inversionistas privados o el 
Estado, con el objeto de alcanzar para un área determinada, transformaciones territoriales, mejoras 
sociales, desarrollo productivo o elevación de la calidad ambiental. 


A iniciativa del Poder Ejecutivo o de uno o más Gobiernos Departamentales y también a 
propuesta de personas o entidades privadas, podrán constituirse sociedades comerciales de economía 
mixta cuyo objeto sea la urbanización, la construcción de viviendas u obras de infraestructuras turísticas, 
industriales, comerciales o de servicios, así como cualquier obra de infraestructura o equipamiento prevista 
en un instrumento de ordenamiento territorial, incluyendo su gestión y explotación de conformidad con la 
legislación aplicable.” 


En consideración. 


Este artículo es bien claro, pues no presenta modificaciones. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Es la hora 14 y 44 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


